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Resumen 

El presente artículo de revisión, tiene como objetivo a la luz del derecho 

internacional, en referencia al nuevo constitucionalismo andino, determinar la 

reciprocidad de los límites a las acciones relacionadas con el desarrollo económico y la 

salvaguarda del medio ambiente, por medio de la irrupción del “Desarrollo Sostenible” a 

partir del principio de precaución en la esfera de la responsabilidad por daños causados 

y el reconocimiento de la naturaleza como “sujeto de derechos”, como respuesta al 

alcance del derecho a gozar de un ambiente sano; para lo cual, se realizó revisión de la 

doctrina latinoamericana con marcada cosmovisión de los pueblos originarios, así como 

documentos de organizaciones internacionales e informes de investigación, a través del 

método deductivo de la fenomenología jurídica, en aproximación con las acciones 

análogas presentadas en Latinoamérica y la proximidad de aplicación de instrumentos 

internacionales, para que a partir de conceptos comunes se logren consensos para la 

implementación de políticas públicas afines para la región y exigibles para todos los 

actores. 
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Abstract 

This review article is displayed, whose objective in the light of international law, in 

reference to the new Andean constitutionalism, determines the reciprocity of the limits to 

actions in relation to economic development and the safeguarding of the environment, 

through the irruption of "Sustainable Development" based on the precautionary principle 

in the sphere of responsibility for damages caused and the recognition of nature as a 

"subject of rights" is the answer to the scope of the right to enjoy a healthy environment; 

for which, a review of the Latin American doctrine was carried out with a marked worldview 

of the original peoples, as well as documents from international organizations and 

research reports, through the deductive method of legal phenomenology, in approximation 

with the analogous actions presented in Latin America and the proximity of the application 

of international instruments, based on common concepts that achieve consensus for the 

implementation of related public policies for the region and enforceable by all actors. 
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Introducción 

El preocupante deterioro del ambiente a nivel global, con ocasión de la imposición 

de medidas de desarrollo por clases dominantes o grandes multinacionales para el 

aprovechamiento de recursos naturales, ha vulnerado la soberanía, independencia e 

intereses nacionales, con el desconocimiento de derechos fundamentales en sectores 



vulnerables de la población y el consecuente agotamiento de la naturaleza en América 

Latina. 

Esta problemática ambiental, es una preocupación constante por la población en 

general, con ocasión de la ineficacia de la legalidad en atención a impactos negativos 

causados por la acción del hombre, permitiendo como respuesta el derecho ambiental, 

como ciencia en búsqueda de la justicia ambiental amparada por el derecho 

administrativo.  

Por lo cual, las instituciones ambientales responden a dichas problemáticas 

basando su actuar en el procedimiento administrativo en búsqueda del cumplimiento de 

las obligaciones y deberes en favor del ambiente. (Amez, 2015)2 

En el contexto internacional, la relevancia del tema ambiental ha avanzado de 

manera significativa, entre otras debido “a que en periodos pasados había existido un 

equilibrio entre el hecho creativo y el hecho destructivo del hombre, pero que hoy dicho 

equilibrio se ha roto, prevaleciendo por tanto el elemento negativo, pues las fuerzas 

destructivas son mayores que aquellas constructivas” (Giannini, 1971), desequilibrio del 

cual nace un nuevo interés jurídico relevante para la protección del medio ambiente, 

determinada como responsabilidad por daño ambiental. 

En Colombia, como objetivo fundamental dentro de la estructura actual como Estado 

social de Derecho, el derecho al ambiente representa un bien jurídico constitucional que 

armoniza una triple perspectiva, en tanto es principio de orden jurídico constitucional, que 

requiere la protección de las riquezas naturales de la nación, como derecho constitucional 

fundamental y colectivo, exigible mediante acciones judiciales y por su observancia en 

cabeza de las autoridades, los particulares y la sociedad en general; incorporando en su 

ordenamiento, medidas tendientes a la consecución de un desarrollo sostenible 

(Quintero, 2015)3. Así desde la misma Constitución de 19914, artículos 79, 80, 88 y 90, 

se pueden observar obligaciones claras que tiene el propio Estado con el objeto de lograr 
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la protección real del entorno natural, lineamientos que han sido complementados por 

otras fuentes jurídicas (por ejemplo, tratados, leyes, decretos y sentencias).     

Por lo anterior, este trabajo tiene como propósito inicial, visibilizar la categoría que 

reviste el derecho al ambiente, como garantía de efectividad de los derechos civiles, 

políticos, económicos, sociales y culturales; considerando que el reconocimiento y 

garantía de todos los derechos, en especial del derecho a una vida digna que proteja la 

libertad y la igualdad, será viable bajo el amparo de la tutela de derechos sociales como 

el acceso al agua, gozar de un ambiente sano o el acceso a la vivienda digna. Y 

adicionalmente, defender la tesis que sobre el derecho a un ambiente sano, se debe 

garantizar el reconocimiento como derecho fundamental en el sistema jurídico 

colombiano, en atención a los parámetros de instrumentos internacionales y las 

consideraciones de las altas cortes.     

Además, de la sucinta reseña sobre la conversión del constitucionalismo social 

imperante en Latinoamérica, que reconocía el aprovechamiento de recursos naturales 

renovables o no, en justificación del desarrollo económico; a cambio de un reformismo 

constitucional latinoamericano, basado en la protección de la naturaleza por cambio de 

identidad axiológica y el mandato por la sostenibilidad o sustentabilidad ambiental, 

pasando por la inclusión de características como la que cumple la función ambiental de 

la propiedad, la protección específica de los recursos naturales, la conservación de la 

biodiversidad y la salvaguarda del patrimonio cultural, como precursores del 

reconocimiento a la naturaleza como sujeto de derechos y el transito del ambientalismo 

al ecologismo, reconocido como el “giro biocétrico” del nuevo constitucionalismo andino. 

(Esborraz, 2016)5 

Por ende, para lograr el objetivo de respuesta concreta al interrogante sobre, cómo 

conseguir la reciprocidad plena de límites estructurales a las acciones u omisiones del 

exagerado antropocentrismo del ser humano, en el que la naturaleza se encuentra 

dirigida a satisfacer nuestros deseos y necesidades, en relación con el desarrollo 

económico, establecido por el constitucionalismo social, adyacente a la protección del 

medio ambiente y la “sostenibilidad ambiental” (Asamblea General de la ONU, 1992), a 

través del Desarrollo Sostenible, donde el principio de precaución en la esfera de la ética 
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de la autocontención o ética de la responsabilidad (Palop, 2011)6, sea la respuesta al 

alcance de derechos de tercera generación y las posibles compensaciones; para lo cual, 

se hizo una revisión documental a través del método deductivo de la fenomenología 

jurídica, presentando en primer lugar un marco referencial del reconocimiento del derecho 

a gozar de un ambiente sano y la visión de la doctrina internacional a esta y otras 

situaciones, a partir de la revisión de doctrina latinoamericana, en su mayoría aquella 

arraigada a la cosmovisión de los pueblos indígenas latinoamericanos, así como 

documentos de organizaciones internacionales e informes de investigación. 

Finalmente, se exhibe una sinopsis del marco jurídico de algunos instrumentos 

internacionales, para finalizar con la propuesta de conceptos comunes para guiar 

consensos internacionales y establecer políticas públicas afines para la región y exigibles 

para particulares, sociedades industriales o comerciales y Estados, que requieran el uso 

o aprovechamiento de los recursos naturales sin menoscabo de las garantías de los 

distintos sujetos de derechos. 

Para determinar las variables dependientes del trabajo, se revisaron los conceptos 

sobre el derecho fundamental al medio ambiente sano y el reconocimiento de los 

derechos de la naturaleza, a partir de preceptos incluidos en instrumentos 

internacionales, sujetos a posiciones jurisprudenciales, doctrinales e investigaciones 

académicas de organismos ambientales internacionales y regionales, incorporados al 

ordenamiento jurídico colombiano vía bloque de constitucionalidad.            

      

1.  Del Derecho humano al Ambiente.  

Histórica y estructuralmente, la doctrina ha protegido al medio ambiente como 

derecho humano de tercera generación (Cabré, 2008), enmarcado en la necesidad de su 

reconocimiento, determinando anticipadamente que la preocupación por el mismo, es 

reciente y el proceso para reconocerlo como derecho humano no ha concluido, aunque 

para la doctrina especializada se ha señalado como tal, proponiendo su reconocimiento 

formal a instancias nacionales e internacionales, caracterizándose por su titularidad 
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colectiva, sin el desconocimiento de la obligación particular de cada persona en 

protegerlo. 

Desde ópticas internacionales, se ha sostenido que al igual que otros derechos 

humanos, ha tenido un proceso de internacionalización en las últimas décadas, 

esencialmente en materia de principios ambientales y por tanto, desde el principio con la 

Declaración de las Naciones Unidas de 1948, se establecieron las bases para asentar el 

derecho a vivir en un ambiente sano y adecuado, pero solo con el Pacto Internacional de 

Derechos económicos, sociales y culturales de 1966, se hizo referencia expresa a la 

necesidad de mejorar el medio ambiente para el adecuado desarrollo de las personas; 

para que finalmente la Declaración de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente 

durante la conferencia celebrada en Estocolmo de 1972 (Organización de las Naciones 

Unidas, ONU, 1972), se instituyera y conceptuara por primera el derecho fundamental al 

disfrute en condiciones adecuadas de un medio ambiente de calidad que permita llevar a 

cabo una vida digna y como respuesta, el deber de proteger y mejorarlo para las 

presentes y futuras generaciones. 

A su vez, con la Cumbre de Río de Janeiro de 1992, se logró la consolidación y 

evolución del Derecho a un ambiente sano, a través del principio inaugural que propugna 

el derecho a una vida saludable y productiva, en armonía con la naturaleza, pero con el 

Convenio Internacional de Aarhus celebrado el 25 de junio de 1998, el cual aunque no 

comporta un criterio de validez para el sistema constitucional colombiano, si es un 

referente doctrinal auténtico, que coincide con algunas posturas del máximo tribunal 

constitucional, pues el mismo determinó el “deber-derecho” de cada persona, de las 

generaciones presentes y futuras, a un medio ambiente con garantías como el acceso a 

la información, la participación administrativa y el acceso a la justicia. (Cabré, 2008) 

De tal manera, para el modelo jurídico colombiano, se ha sostenido que un derecho 

fundamental existe gracias a que, la Constitución, el bloque de constitucionalidad o el 

legislador lo declara como tal, por tanto, hasta el momento se evidencia que el derecho 

a un ambiente sano no fue declarado por el constituyente como derecho fundamental, 

sino como derecho, dentro de los determinados como de “tercera generación”.  

Vía Bloque de Constitucionalidad se comprende la ampliación del orden normativo 

que se alimenta de tratados o convenios internacionales, que versen sobre atributos que 



garanticen una esfera básica de dignidad, de supervivencia o autodeterminación de los 

sujetos, que sirven de parámetros de interpretación y aplicación del derecho interno         

1.1. La degradación medioambiental en el Constitucionalismo Social. 

El modelo latinoamericano, con enfoque en el constitucionalismo social, que ampara 

la modelación del desarrollo económico, con fundamento en el aprovechamiento de los 

recursos naturales y energéticos, sean renovables o no, se justifica en tanto el índice de 

progreso de una nación, estará ligada a la explotación de su riqueza natural. 

Así, con la Constitución de Querétaro (México 1917), se acuñó inicialmente el 

término de “constitucionalismo social”, que además fue precursora de las demás 

constituciones latinoamericanas, cuyas leyes fundamentales pertenecen al domino 

directo, inalienable e imprescriptible de la Nación o el Estado; por lo que los recursos 

naturales que se encuentren dentro de los límites de su jurisdicción, son de uso y 

disposición exclusiva del Estado, provocando la “demanialización” (Esborraz, 2016) de 

los mismos. 

La incorporación de los recursos naturales al dominio público, persiguió la finalidad 

concreta de garantizar la gestión y utilización controlada de los mismos, otorgando a los 

poderes públicos máximas facultades para evitar el menoscabo de los recursos 

explotados por los particulares, por lo que algunas constituciones precisaron que la 

“exploración, explotación o utilización debían realizarse de forma racional precautelando 

su defensa, conservación, fomento, renovación o incremento” (Silva, 2001), lo que en 

palabras del Dr. David Fabio Esborraz, trajo la “primera oleada del reformismo 

constitucional latinoamericano” motivando la protección de la naturaleza bajo criterios 

económicos, en tanto los límites de la explotación tenía como finalidad un mejor 

aprovechamiento en miras a garantizar el desarrollo económico del país, pero sin 

condicionarlo al respeto del medio ambiente. 

Asociado a ello, otras constituciones latinoamericanas encaminaron la protección 

hacia las “bellezas naturales” (Constitución de Costa Rica 1949) o para el caso 

suramericano la Constitución Brasileña de 1967, donde se introdujo un criterio axiológico 

de tutela del medio ambiente, basado en su “capacidad de causar asombro o deleite”, 

aun cuando el fundamento seguía siendo antropocéntrico, pues los elementos de la 



naturaleza solo eran dignos considerarlos de protección por su aptitud para satisfacer el 

placer humano y no por su “valor intrínseco” (Sarkis, 2005). 

Por lo anterior, entender el derecho a un ambiente sano, equilibrado y seguro, se 

debe interiorizar no solo desde el plano de los derechos humanos, sino desde su 

categorización dentro de los derechos fundamentales, por lo que mediante Sentencia C-

632 de 2011, la honorable Corte Constitucional Colombiana argumentó: “… La 

Constitución Política de 1991, atendiendo a la inquietud mundial por la preservación y 

defensa de los ecosistemas naturales, le reconoció al medio ambiente el carácter de 

interés superior, a través de un catálogo amplio de disposiciones que configuran la 

denominada “constitución ecológica” o “constitución verde”. Situaciones a observar en el 

siguiente aparte. 

Y en razón de los efectos perturbadores y el riesgo que enfrenta, la Corte ha definido 

que el derecho al ambiente goza del carácter de derecho fundamental por conexidad. Al 

resultar atado evidentemente con derechos individuales como la vida y la salud de las 

personas.  

1.2   La “internacionalización y constitucionalización” del Derecho al Ambiente. 

La principal atención del derecho latinoamericano por la “causa ecológica” (Ferrer, 

2000), cobró impulso como consecuencia del desarrollo del derecho ambiental 

internacional, y es a través de la Resolución No. 2994 del 15 de diciembre de 1972 de la 

Organización de Naciones Unidas o Declaración de Estocolmo como se había 

establecido líneas arriba, que se estructuraron los principios internacionales en materias, 

tales como: i) la vinculación de la protección del derecho fundamental a un ambiente de 

calidad con los derechos humanos a una vida digna, libertad e igualdad, ii) la salvaguarda 

de los recursos naturales y ecosistemas en beneficio de generaciones presentes y 

futuras, iii) el poner fin a las descargas de sustancias tóxicas al ambiente, iv) el vínculo 

entre el desarrollo económico y social, y la protección del medio ambiente, con 

particularidad en países en vía de desarrollo, v) la conveniencia en aplicación de 

instrumentos como planificación ambiental, que asegure la compatibilidad del desarrollo 

con la necesidad de proteger y mejorar el medio ambiente, vi) la recomendación de crear 

autoridades nacionales con competencia para planificar, controlar y administrar los 



recursos naturales como camino a la gestión ambiental, y, vii) fomentar la investigación 

y desarrollo científico, educación ambiental y la cooperación internacional.  

  Sin embargo, al margen de las vicisitudes para lograr el reconocimiento y su falta 

de garantías en el ámbito internacional, nacional y local, podría decirse que el derecho al 

medio ambiente comparte la misma naturaleza que el derecho humano al agua, pero que 

en relación con otras categorías de derechos ostentan elementos comunes, tales como 

la exigibilidad individual, en la capacidad que le asiste a cada persona en reclamarlo, 

como derecho prestacional puede exigirse su protección por parte de los poderes 

públicos del Estado, además de ser un requisito básico para la vida y la salud de las 

personas, determinándose en la categoría de los derechos humanos de tercera 

generación al comportar “requisito básico para la vida digna” y la posibilidad de requerir 

la igualdad real o material. (Roig, 2001). 

En el ordenamiento jurídico interno, se anuncian derechos de mayor jerarquía, mas 

sin embargo, no puede obviarse que son interdependientes unos de los otros, 

encaminados a la positivización de la libertad y la igualdad, como lo sostiene (Roig, 2001, 

págs. 96-99) “las razones por las que se hace necesaria la lectura conjunta de todos los 

derechos (liberales y sociales) se debe a que existe una dimensión liberal de los derechos 

sociales y una dimensión social de los derechos liberales. Tal y como hemos visto no 

existen motivos para realizar una diferenciación entre los derechos liberales y derechos 

sociales, además de las condiciones necesarias o requisitos para la plena efectividad de 

todos los derechos son las mismas: 1. Garantía de ciertos recursos materiales, 

económicos o culturales y 2. Garantía judicial para la capacidad de elección entre las 

opciones en que consiste la libertad”. 

Con la “constitucionalización en materia medioambiental” (Esborraz, 2016), como lo 

establecido por la Constitución Panameña de 1972 en su artículo 110, se impuso al 

Estado el deber de asegurar la compatibilidad del desarrollo con la necesidad  de proteger 

y mejorar el medio ambiente en beneficio de la población, en atención a la recomendación 

de la “Declaración de Estocolmo”, seguida por la Constitución Cubana de 1976, que 

igualmente salvaguarda el entorno natural como obligación para los particulares que 

requieran su aprovechamiento. 



En consonancia con los instrumentos internacionales, al haberse reconocido como 

Derecho Humano el disfrute de un medio ambiente de calidad, agregó a su vez la 

obligación implícita que tiene el ser humano sobre la obligación de mejorarlo y protegerlo 

para el disfrute de las presentes y futuras generaciones, por lo que en palabras de 

(Cafferatta, 2009), el proceso de “enverdecimiento constitucional fue más profundo con 

la actualización del nuevo constitucionalismo latinoamericano” y esto con ocasión de la 

caída de las dictaduras cívico-militares en la mayor parte de los países de América Latina 

para finales de los años setenta, con características particulares y sobresalientes como:  

- El cambio de identidad axiológica en Constituciones in toto (ejemplo la 

Constitución Colombiana de 1991) o de manera parcial (ejemplo la Constitución 

Argentina de 1994). 

- La consideración de la Teoría de los Derechos Humanos, que se tradujo en un 

abundante catálogo de derechos reconocidos y garantizados, individuales, 

colectivos o difusos y a favor de la naturaleza. 

- La adopción de mecanismos de participación ciudadana complementarios de la 

Democracia como, el referéndum, el plebiscito, la iniciativa popular, la revocatoria 

del mandato, la consulta previa y otros. 

- La importancia en la máxima efectividad de derechos reconocidos, 

complementando su regulación con mecanismos de protección jurídica reforzada 

tales como, el amparo, el habeas corpus, habeas data, acciones populares o de 

grupo y otros. 

- La conversión del Estado Legislativo de Derecho (Legal) a los Estados 

Constitucionales de Derecho (Constitucional), considerando a la constitución como 

el mandato directo del poder constituyente al poder constitutivo (legal), cuya 

resultante es la “constitucionalización” del ordenamiento jurídico. 

Estrictamente y respecto del derecho ambiental, la mayoría de leyes fundamentales 

pertenecientes al reformismo constitucional latinoamericano por cambio de identidad 

axiológica, se han preocupado de reglar de manera especial el aprovechamiento de los 

recursos naturales y destacar su relación estrecha con el desarrollo económico, 

establecida por el constitucionalismo social, condicionada ahora a la protección del medio 

ambiente y la “sostenibilidad o sustentabilidad”. (Conferencia de las Naciones Unidas 

sobre el medio ambiente y el desarrollo. Río de Janeiro 1992 – Declaración de Río). 



Mediante Resolución No. 47/190 del 22 de diciembre de 1992, la Organización de 

las Naciones Unidas reunidas en Río de Janeiro – Brasil, determinó 27 principios, algunos 

de los cuales se encontraban previamente en la “Declaración de Estocolmo” como el caso 

de la “erradicación de la pobreza como requisito indispensable del desarrollo sostenible” 

principio 5. 

Reflejo de lo anterior, la mayoría de textos constitucionales de la región confirma los 

compromisos internacionales y han reconocido paulatinamente el Derecho Humano 

Fundamental a gozar de un medio ambiente adecuado (sano y ecológicamente 

equilibrado) para el bienestar y desarrollo de la vida y la dignidad de las personas, 

imponiendo al Estado como a la sociedad el deber de respetar, proteger y promover este 

derecho, contribuyendo a la protección, conservación y preservación de la naturaleza, en 

beneficio de las presentes y futuras generaciones. 

Para la doctrina, este tipo de derechos se determinan dentro de los de “Tercera 

Generación” de los Derechos Humanos, como derecho subjetivo concedido para todos y 

oponible a cualquier Estado, ejercido a nombre de cualquiera por ser de los intereses 

colectivos o difusos, caracterizado por su transversalidad, pues a través del mismo se 

protegen la vida y salud humana, el equilibrio ecológico y la biodiversidad, la conservación 

de los recursos naturales, el paisaje o los bienes culturales. 

Por lo que el ejercicio limitado de algunos derechos y libertades fundamentales 

como la libertad económica, de empresa o trabajo, en búsqueda de la protección del 

medio ambiente, es reiterado en algunas legislaciones, propender por el respeto al 

derecho de propiedad y la denominada “función ambiental de la propiedad”. (Ferrer, 

2000) 

Con el tiempo, algunas constituciones latinoamericanas han afinado la regulación 

de los Derechos Humanos a un medio ambiente adecuado, preocupándose por sus 

componentes específicos en cuanto a: 1) protección específica de flora, fauna, vida 

silvestre, el clima, el agua, el aire, el suelo, el paisaje y demás; 2) la conservación de la 

biodiversidad y 3) la salvaguarda del patrimonio cultural. 

 



1.3 Positivismo del Derecho al Ambiente y reconocimiento de derechos de la 

Naturaleza “ecologismo”.  

La protección del derecho humano a un ambiente sano y ecológicamente 

equilibrado, prevista por la mayoría de cartas constitucionales, no ha logrado eliminar la 

depredación de la naturaleza, como tampoco la “aplicación del modelo extractivista a sus 

recursos”, en razón de apreciarse en función del interés de las personas, en tanto la 

calidad del entorno no está impuesta a favor de las especies que en él habitan o integran 

los ecosistemas, si no para asegurar el bienestar del ser humano y el desarrollo de la 

humanidad, basado en el “crecimiento económico” (Gudynas, 2009). 

Concepto acuñado de antropocéntrico y economicista/utilitarista, constituido como 

herencia de la modernidad que trasforma la naturaleza en ambiente, colocando al hombre 

en el centro de la misma, como amo y señor. 

Por lo anterior, se tiende a concebir a la persona (natural o jurídica) como sujeto de 

derecho en una relación jurídica, mientras la naturaleza es el objeto materia de protección 

siempre que se encuentre directamente vinculada a la salud, el deleite del hombre, la 

apropiación de la que pueda ser susceptible o su servicio en procesos productivos, en 

satisfacción de las necesidades de generaciones presentes y futuras. 

Situación que se dilucido con la Constitución Ecuatoriana de 2008, donde se 

introdujo el reconocimiento expreso de derechos de la naturaleza, con independencia de 

valoraciones humanas, reconociendo a este constitucionalismo, como el “giro biocéntrico” 

del nuevo constitucionalismo andino. (Esborraz, 2016) 

La demostración del “ecologismo constitucional” definido por (Zaffaroni, 2011), cuyo 

ejemplo en la actualidad es el preámbulo de la constitución Ecuatoriana, al disponer entre 

otras “… celebramos la naturaleza, la pacha mama, de la que somos parte y que es vital 

para nuestra existencia como nueva forma de convivencia ciudadana, en diversidad y 

armonía con la naturaleza, para alcanzar el buen vivir, el sumak kawsay …”; a esto le 

siguió la Constitución Plurinacional Boliviana de 2009, cuyo preámbulo determina “… 

cumpliendo con el mandato de nuestros pueblos, con la fortaleza de nuestra Pachamama 

y gracias a Dios, refundamos Bolivia …” y es que en su artículo 33 determina que el 

derecho de las personas a una ambiente saludable, protegido y equilibrado, cuyo ejercicio 



debe permitir a los individuos y colectividades de las presentes y futuras generaciones, 

además de otros seres vivos, desarrollarse de manera normal y permanente. 

La introducción del término “otros seres vivos”, de por sí, dispone el derecho 

humano previamente reconocido y amplía su espectro como sujetos de derecho, 

reconocido por normatividades secundarias, como la Ley 071 de 2010, cuyo objeto fue 

reconocer derechos a la madre tierra, así como los deberes del Estado Plurinacional y la 

sociedad para garantizar estos derechos. 

Por tanto, aunque esta cosmovisión exista previamente en diversas culturas, 

conforme el pensamiento y filosofía andina, el ser humano antes que ser racional y 

productor, es un ente natural que forma parte de la naturaleza, como un elemento más 

de la misma, relacionado por un sinnúmero de nexos vitales y el conjunto de fenómenos 

naturales. 

2. Marco Jurídico Internacional. 

Es conocido que, dentro del ordenamiento jurídico internacional existen algunas 

fuentes jurídicas, aplicables al medio ambiente, por tanto, en un ámbito de bloque de 

constitucionalidad, establecida por tratados internacionales, es necesaria la observancia 

de algunos lineamientos relevantes donde se propenda en atención a la protección del 

medio ambiente ya fortalecido y desarrollado conforme a algunas influencias del derecho 

interno enriquecido por el control de constitucionalidad y convencionalidad, entendida de 

manera principal como derecho internacional de carácter consuetudinario surgido de las 

relaciones propias de la existencia de las naciones mismas y su convivencia, así como el 

reconocimiento al valor supremo que representamos los seres humanos 

independientemente del contexto nacional al que por accidente nos corresponda 

pertenecer. (Gamboa, 2015, pág. 188) 

Adicionalmente, debemos reconocer la ampliación del orden normativo alimentado 

por tratados o convenios internacionales que versen sobre atributos que garanticen el 

reconocimiento de la dignidad, la supervivencia y autodeterminación de los sujetos, como 

parámetro de interpretación y aplicación del derecho interno de forma prevalente 

(Contreras, 2012) en tanto, los tratados internacionales reconocen y declaran la 

importancia del deber de cuidado del medio ambiente como condición indispensable para 

asegurar la existencia del ser humano en el planeta.  



De esta manera, durante las siguientes líneas, se hará un recorrido somero por los 

instrumentos internacionales de mayor relevancia, emblemáticos y de acatamiento dentro 

de la doctrina y jurisprudencia nacional. 

2.1 Convención Americana de Derechos Humanos de 1969. 

En paralelo con la llegada del hombre a la luna (1969), la Organización de Estados 

Americanos expidió la Convención Americana de Derechos Humanos, conocida como 

Pacto de San José, donde no se menciona expresamente el tema medioambiental como 

Derecho Humano, más sin embargo al tenor de su artículo 26 dispone, “Los Estados 

Partes se comprometen a adoptar providencias, tanto a nivel interno como mediante la 

cooperación internacional, especialmente económica y técnica, para lograr 

progresivamente la plena efectividad de los derechos que se derivan de las normas  

económicas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura, contenida en la Carta de la 

Organización de los Estados Americanos, reformada por el Protocolo de Buenos Aires 

en la medida de los recursos disponibles, por vía legislativa y otros medios apropiados.”  

Normativa denominada cláusula del progreso (Maraniello, 2006), que obliga a los 

países miembros de la convención que siempre vayan innovando jurídicamente las 

condiciones para los habitantes de su respectivo territorio y se vuelvan una garantía 

efectiva de los derechos supranacionales. 

2.2. Conferencia y Protocolo adicional de las Naciones Unidas sobre el Medio 

Ambiente Humano. 

Con mayor reconocimiento como la “Conferencia de Estocolmo” o primera Cumbre 

sobre la Tierra, se reconoció la necesidad de establecer criterios y principios relacionados 

y comunes a los pueblos del mundo, como guía de preservación y mejoramiento del 

medio humano a través de la recolección de veintiséis (26) compendios de obligaciones 

por los Estados firmantes, respecto a la protección del medio ambiente de manera directa, 

parlamento celebrado en el mes de junio de 1972.  

Por tanto, desde la época la Asamblea General de la Organización de las Naciones 

Unidas, asumió el rol de apoyo a desplazados internos en compañía del Alto Comisionado 

de las Naciones Unidas para Refugiados (ACNUR), con funciones específicas sobre la 



emisión de conceptos y declaraciones frente al desarrollo de temáticas objeto de 

protección. 

Estableciendo la categorización del derecho al ambiente a favor del hombre como 

derecho fundamental, conforme lo dispone el principio que determina que corresponde al 

“… disfrute de condiciones de vida adecuadas en un medio de calidad tal que le permita 

llevar una vida digna y gozar de bienestar, y tiene la solemne obligación de proteger y 

mejorar el medio para las generaciones presentes y futuras.” 

Adicionado con el Protocolo el día 8 de junio de 1977, bajo el entorno del proceso 

de descolonización para algunos países del Tercer Mundo, que se rebelaban contra el 

orden existente, ilustrado para el caso por la Guerra de Vietnam, tanto en lo político como 

por los estragos causado por las mismas actividades armamentísticas, cuya dialéctica 

ideológica y política se enfrenta respecto de la defensa de los intereses de las personas 

y de la colectividad. (Kosirnik, 1997) Demuestran que la Conferencia Diplomática de 1974 

a 1977 fue prolongada y ardua en razón de las negociaciones militares, humanitarias, 

políticas y jurídicas que en palabras de (Best, 1994) “… todo acto normativo es, en cierta 

medida, un proceso político.” 

Tratado que adiciona nuevos derechos a la Convención Americana, entre ellos la 

seguridad social, la salud, ambiente sano, alimentación, educación, cultura, constitución 

y protección de la familia, la niñez, los ancianos y minusválidos. 

Así, el reconocimiento del derecho a un ambiente sano, contemplado en el artículo 

11 dispone: “Toda persona tiene derecho a vivir en un ambiente sano y a contar con 

servicios públicos básicos.” Permitiendo reconocer dos dimensiones del mismo; una, 

como el acceso a los servicios públicos y la segunda, comprendida por las obligaciones 

del estado, frente a la promoción de la protección, preservación y mejoramiento, con 

sujeta relación a la responsabilidad estatal por daños medioambientales. 

2.3 Otros Instrumentos Internacionales de Relevancia. 

2.3.1. Declaración de Rio sobre Medio Ambiente y el Desarrollo (1992). 

La Organización de Naciones Unidas (ONU), con ocasión de la necesidad de 

reforzar alianzas internacionales luego de la Conferencia de Estocolmo, decidió reunir 

más de 100 representantes de los Estados suscritos en la ciudad de Río de Janeiro, la 



cual se reconocería como la “Segunda Cumbre de la Tierra” (Gerendas, 2019), para tratar 

el tema medioambiental, definiendo así el respeto por los intereses globales y la 

protección de la integridad del sistema ambiental y de desarrollo mundial, reconociendo 

la naturaleza integral e interdependiente de la tierra.   

Ejemplo de lo anterior, se denota en lo contemplado por el artículo 2 del mismo, que 

depreca la responsabilidad estatal medioambiental y el derecho soberano de aprovechar 

sus propios recursos según sus propias políticas ambientales y de desarrollo, en conjunto 

con la obligación de velar por las actividades realizadas dentro de su jurisdicción o su 

control, evitando el daño al medio ambiente de otros Estados o zonas que se encuentren 

fuera de sus límites territoriales. 

2.3.2 Protocolo de Kioto sobre el cambio climático. 

Convención celebrada el día 11 de diciembre de 1997 y ratificada por Colombia 

mediante Ley 629 de 2000, que fija el mandato estatal de asumir como obligatoria, la 

reducción de emisiones de gases contaminantes, denominados por expertos como gases 

de efecto invernadero. Así, los objetivos deberán estar orientados a encontrar un punto 

de equilibrio entre la utilización razonable de los recursos y la operatividad de las 

empresas, ubicando en medio de los extremos los incentivos fiscales (IF) y los Tributos 

ambientales (TA) como instrumentos, según (Gonzales, 2004) “… el uso de instrumentos 

económicos con fines medioambientales ha sido propuesto por lo economistas como la 

solución más eficiente para abordar los problemas medioambientales desde hace 

muchas décadas. Entre dichos instrumentos se destacan los tributos medioambientales 

y los permisos de emisión negociables.” 

Los objetivos de la Cumbre de Kioto, fue precisamente fijar el compromiso de 

reducción de emisiones para los países desarrollados (5,6% para 1990) y plazo para su 

cumplimiento inicial de 2008 a 2012, cumbre que vino a complementar la Declaración de 

Río, donde no se puntualizaban obligaciones estrictas, solamente declaraba la necesidad 

de reducir las emisiones de gases en la década siguiente.  

2.3.3 Los Objetivos de desarrollo del Milenio del 2000. 

Durante septiembre del 2000, la reunión de 189 países en las Naciones Unidas 

acogió como compromiso lograr el cumplimiento de ocho (8) objetivos a cumplir antes del 



2020, tales como la erradicación de la pobreza extrema y el hambre, la enseñanza básica 

primaria universal, igualdad entre los sexos y el empoderamiento de las mujeres, la 

reducción de la mortalidad de niños menores de 5 años, la salud materna, combatir el 

SIDA, malaria y otras enfermedades, garantizar la sostenibilidad del medio ambiente 

y fomentar una alianza mundial para el desarrollo. 

En lo que nos ocupa, respecto a garantizar la sostenibilidad del medio ambiente, se 

relacionaron metas con la incorporación de principios de desarrollo sostenible en las 

políticas y programas nacionales, frente a la reducción de pérdidas de recursos del medio 

ambiente, ralentizando la pérdida de diversidad biológica, así como la reducción de 

personas sin acceso sostenible al agua potable y servicios básicos de saneamiento y el 

mejoramiento de la calidad de vida en zonas marginales urbanas. (Ruíz, 2013) 

 2.3.4 Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible. 

Tras el cumplimiento de la primera década de los objetivos fijados para el año 2000, 

se decidió ampliarlos por otra década más, por lo que las Naciones Unidas expidieron 

como Agenda 2030, recogiendo 17 objetivos, de los cuales son representativos para el 

área de estudio los correspondientes al calentamiento global, protección del recurso 

hídrico, accesibilidad de servicios ambientales, protección de los ecosistemas terrestres 

y protección de la fauna y la flora.7 

Sin embargo, previo a esta decisión existió el Protocolo de Cartagena sobre 

bioseguridad adoptado el día 29 de enero del 2000, ratificado por Colombia mediante Ley 

740 de 2002, planteando la necesidad de proteger el medio ambiente de posibles daños 

por faltas a la bioseguridad como la modificación genética o los organismos invasores, 

entre otras, dotando de mayores reclamaciones materiales surgidas desde el derecho a 

gozar de un medio ambiente sano de las comunidades directamente afectadas. 

Igualmente, con el Acuerdo de París sobre el cambio climático adoptado el día 12 

de diciembre de 2015, ratificado mediante Ley 1844 de 2017 declarada exequible por 

medio de sentencia C-048 de 2018, concluyendo que “…impulsa un proceso de 

trasformación hacía el desarrollo sostenible de todas las naciones. De esta manera, al 

establecer las condiciones para el desarrollo mundial compromete a los países a 

                                                           
7 (https://www.sdgfund.org/es/de-los-odm-los-ods, 2022) 



readecuar sus políticas económicas, sociales y ambientales para el cumplimiento de sus 

objetivos.”, y tiene como objeto aumentar la capacidad de los Estados para atacar los 

efectos del cambio climático y la financiación de las empresas sean coherentes con la 

disminución de emisiones de gases contaminantes. 

3. Aproximaciones de conceptos y situaciones particulares. 

Los individuos y grupos sociales como sujetos de derechos y obligaciones, 

conforme las determinaciones de la Corte Constitucional, al reconocer el derecho al 

medio ambiente sano la condición de derecho fundamental en favor de los individuos de 

la especie humana8. 

Ahora, la posición personalista del derecho al medio ambiente ha sido modificada 

en la actualidad, en razón de la importancia del ecosistema mismo, ejemplo de ello es la 

orden nacional de menguar el uso del mercurio en la extracción de oro, no solo por la 

importancia que los recursos naturales representan para el hombre, sino por los mismos 

daños causados con los vertimientos sobre el río, en atención al deber de cuidado de 

asegurar la conservación y preservación del ecosistema existente en la fuente hídrica, 

reconocida como sujeto de derechos. 

Reflejando en caso de requerir un análisis cuantitativo para el caso colombiano, que 

de cada cinco (5) sentencias constitucionales en favor de sujetos de derechos de la 

especie humana, sólo existen dos (2) pronunciamientos de la H. Corte Constitucional 

respecto del reconocimiento como sujeto de derecho algún recurso natural.9  Por tanto, 

la Corte con la fidelidad al precedente, naturalizó la ampliación de destinación de 

derechos fundamentales a especies animales y vegetales; así, con la sentencia C-123 

de 2014 determina que los elementos integrantes del medio ambiente son susceptibles 

de protección, el cual opera con independencia a factores necesarios para la vida 

humana. 

Por consiguiente, la finalidad más acercada viene a ser la garantía a la salud y 

bienestar de las personas, tal como lo establece el artículo 1° de la Ley 9 de 1979, en 

comunión con las previsiones administrativas que permitan exigir la gestión de los 

servidores públicos y las entidades públicas frente a la observancia de las instituciones 

                                                           
8 Sentencias T-092/93, C-431/00, C-671/01 y T-906/12. 
9 Río Atrato (T-622/16) o Río Amazonas, cuenca y afluentes (STC-4360/18). 



del derecho ambiental, en conjunto con el control de las actuaciones de los particulares 

y entes públicos, que de estar contrariando los postulados de protección ambiental, como 

consecuencia lógica, debe suponer sanciones legales para aquel que incumpla tales 

disposiciones. 

Bajo esas premisas, es viable considerar sanciones particulares, especiales o 

propias de nivel administrativo laboral para servidores públicos o entidades públicas que 

afecten directamente al ambiente, bien por acción o por omisión, cuya actuación se haya 

generado de manera dolosa o culposa. 

Por todo, es necesario desde la perspectiva de la responsabilidad, prever de 

principios, instrumentos o mecanismos legales que controlen las actividades desde la 

gestión y su desconocimiento genere la responsabilidad adecuada, situación que a la luz 

del ordenamiento jurídico ambiental, resultan escasos los principios y acciones que no 

obedecen a la especificidad de su naturaleza y por tanto, es necesario acudir a las 

previsiones legales de carácter general del derecho administrativo, por lo que a 

continuación abordaremos algunas categorizaciones y aspectos relevantes en la materia. 

3.1 La Responsabilidad por Daño Ambiental 

Con posterioridad a la Declaración de Río de 1992, la mayoría de Constituciones 

latinoamericanas, han seguido el modelo, afirmando responder por las acciones y 

omisiones contrarias a la normatividad de protección al medio ambiente, a través de las 

especificaciones de reparación o mitigación, el resarcimiento de los daños y perjuicios, 

disponer la responsabilidad objetiva y la inversión de la carga de la prueba; pues el 

implicado deberá demostrar que con su actuación se previó y evitó causar daños al medio 

ambiente. 

 Otras, han reconocido la jerarquía constitucional del “principio de precaución” 

(Seira, 2003), en el que todas las actividades susceptibles de causar daño a los 

ecosistemas deban concebir una “evaluación del impacto ambiental” (Esborraz, 2016). 

Al considerarse por la mayoría de las constituciones el derecho al medio ambiente, 

un derecho fundamental, su protección estaría garantizada por el mecanismo 

constitucional previsto para la tutela de este tipo de derechos (acción o recurso de 

amparo), que con generalidad está concebido para la protección de derechos 



individuales, cuestión que ha propiciado la ampliación de la legislación activa, para 

reclamar judicialmente la protección del medio ambiente a toda persona sea natural o 

jurídica, algunas de las cuales han llegado a regular expresamente para estos casos, la 

denominada acción popular. 

Para el caso colombiano, con la Ley 1333 de 2009 se estableció el procedimiento 

sancionatorio ambiental, sin embargo, el mismo carece de provisiones legales para 

sancionar conductas de servidores públicos o entidades que vulneren el ambiente o las 

disposiciones normativas que lo protegen, pues no prevé alguna hipótesis de 

características sancionables sobre la actuación activa del servidor en el menoscabo de 

los recursos naturales.  

Por último, cabe señalar que también algunas de las constituciones, han confiado 

la defensa de los derechos ambientales a ciertos órganos estatales, encargados de 

tutelar los intereses de la colectividad como el caso del Ministerio Público o Defensor del 

Pueblo, o también a órganos jurisdiccionales especializados en la materia. Lo que 

evidencia, que los deberes de los servidores públicos se encuentran en el respeto y la 

exigencia de cumplimiento frente a la Constitución, las leyes y los decretos, que se 

entienden extendidos a las normas en materia ambiental desde el rango constitucional 

hasta el rango reglamentario. 

3.2. El Principio de Precaución. 

Superar el carácter individualista de las instituciones normativas tradicionales, da 

lugar a una visión sobre los bienes jurídicos colectivos y sus características, en principio 

sobre la dificultad de revertir los daños causados, lo que implica anticipar medidas 

jurídicas de protección como respuesta desde lo público, a la efectividad de su amparo. 

Otro, se refiere a los aspectos de trasformación en el contexto social en las últimas 

décadas.     

Por tanto, el comportamiento de los individuos y de las instituciones frente a los 

riesgos en una sociedad postindustrial, como argumento para la sociología y la 

delimitación de las sociedades actuales, las delimita como “sociedad del riesgo”, con 

características establecidas por la misma actividad humana ligada al progreso, de 

criterios globales o transnacionales, así como el efecto igualador (Seira, 2003) sin 

distingos de clase social frente al riesgo, la invisibilidad frente al individuo expuesto al 



riesgo que determina su imperceptibilidad, generando la necesidad de acudir a criterios 

científicos para determinar su existencia y los posibles efectos; el cual a su vez no otorga 

una explicación acabada y exacta. 

Así, para satisfacer la necesidad de seguridad o protección frente a estos riesgos, 

nada mejor que trasformar el principio de precaución en un principio jurídico cardinal, que 

determine el horizonte jurídico de la aplicación de políticas públicas diseñadas, en 

comprensión de consideraciones científicas adecuadas, como marco jurídico en defensa 

de los derechos e intereses colectivos ambientales.        

Este principio de precaución o vorsorgeprinzip, (Borhemer Christiansen, 1994) 

implica nociones de prevención del riesgo, costo-efectividad, responsabilidades éticas 

para mantener la integridad de los sistemas naturales y la defectibilidad de la 

comprensión humana. Por lo que la intención del principio es intervenir como medida de 

participación del Estado en la vida cotidiana de los actores sociales, como gestión de 

buen gobierno. 

Concluyendo que el principio inicialmente, tiene por objeto lograr que la intervención 

humana cause el menor daño posible al ambiente y a los recursos naturales, a fin de 

garantizar un desarrollo sostenible, que en la actualidad goza de amplia aceptación en 

estado de consolidación en el contexto internacional.  

En conclusión, esa extensión del principio en doble vía, uno respecto de la 

protección de bienes jurídicos distintos al medio ambiente, amenazado por riesgos sobre 

cuyas causas no existe certeza científica plena, es el caso de la salud, la alimentación, 

las enfermedades contagiosas entre otras; mientras el segundo, alude a la inclusión del 

principio dentro de los derechos internos de los Estados, en respuesta a la aceptación 

del derecho internacional público conforme el grado de intensidad de cada Estado. 

Lo mismo ocurre con el mecanismo a través del cual se hace efectivo el principio, 

unos a nivel jurisprudencial y otros con criterios legislativos, en cuyo caso varía el rango 

de la fuente utilizada. 

3.3 Algunas situaciones particulares. 

3.3.1 Desplazamiento por cambio ambiental global y cambio climático 



En el ámbito internacional no existe consenso entre agencias internacionales, 

académicos y especialistas, para darle un nombre común a la movilidad de personas, 

causado por efectos del cambio ambiental global, denominándolos como “migrantes 

ambientales”, “refugiados medioambientales” o “refugiados climáticos”, indefinición que 

genera dificultades políticas y jurídicas, para establecer pactos o acuerdos 

internacionales y políticas internas de los Estados. 

La respuesta, corresponde a lineamientos conceptuales y axiológicos, que deben 

ser interiorizados por los actores sociales, económicos, políticos y jurídicos de cada 

Estado, con criterios en enfoque diferencial, prevención y precaución, participación, 

enfoque de derechos, justicia ambiental y acceso a esta justicia. 

El cambio ambiental global, como crisis de dimensiones terrestres, es la “expresión 

de la interacción humana sobre los ecosistemas y los distintos esquemas de desarrollo 

impuestos a la naturaleza” (Valencia, 2014). Una de sus consecuencias es sin duda la 

movilidad humana, por causas asociadas con el cambio climático, no solo por fenómenos 

meteorológicos, sino por otras causas más adelante presentadas. 

En un primer momento, se habló de la movilidad humana a causa del cambio 

climático durante el Panel Intergubernamental de Expertos sobre el Cambio Climático 

(IPCC) en 1990, en el cual se advertía sobre el desplazamiento de grandes grupos 

poblacionales como efecto, probablemente del cambio ambiental. 

Se realizaron estimaciones por reportes de Organizaciones y grupos académicos, 

informando que “para el año 2010 existirían 50 millones de refugiados medioambientales 

y para el año 2050 más de 200 millones de personas estarían en esta situación”. 

(Organización Internacional para las Migraciones - OIM , 2008) 

La relación entre cambio climático y migración, solo fue reconocida a través de la 

producción científica de 1970 y 1980, al aparecer trabajos ocasionales que abordaban el 

tema de migración inducida por cambios ambientales, entre ellos, el cambio climático. 

Con la creación de la Organización de las Naciones Unidas en la década de 1990, 

se realizó el rastreo a la producción científica en estos ámbitos, presentando el primer 

informe durante el Panel Intergubernamental de Expertos sobre el Cambio Climático 



(IPCC) en 1990, donde se afirmaba “las personas pueden ser forzadas a migrar por el 

cambio medioambiental global”. 

Situación que, para la ONU es una preocupación creciente, incluyéndola en las 

discusiones sobre cambio climático y medio ambiente de la Convención Marco de las 

Naciones Unidas sobre el Cambio Climático (CMNUCC) y durante su primer conferencia, 

celebrada en Bonn, Alemania, más conocida como la “COP 23” durante el mes de 

noviembre de 2017, se plantearon diferentes escenarios y crearon la red de investigación 

y políticas, denominada “Alianza sobre el cambio climático, medio ambiente y migración” 

(CCEMA). 

El fenómeno humano de movilidad involuntaria, para la supervivencia de 

poblaciones vulnerables, se ha caracterizado en palabras de (Valencia, 2014) en “grupos 

de población que se han visto forzados a dejar su hábitat tradicional, de forma temporal 

o permanente, dado a factores asociados con el cambio climático… eventos 

hidrometeorológicos… zonas designadas por los gobiernos de alto riesgo y peligrosas 

para habitarlas… conflictos y violencia provocados por la explotación y mal uso de los 

bienes naturales vitales que escasean; y megaproyectos…”. 

Por su parte, (Kälin, 2008) presenta una distinción entre cinco escenarios 

específicos que desencadenan el desplazamiento y la migración: “… 

1. Aumento de “los desastres hidrometeorológicos (inundaciones, 

huracanes/tifones/ciclones, deslizamientos de tierra, etc.)” la mayoría de 

desplazados permanecerán dentro de su país y, como desplazados internos (IDP), 

deben recibir protección y asistencia. Sin embargo, aquello que logran pasar 

fronteras internacionales, no califican como refugiados con derecho a protección 

internacional, pero tampoco son migrante económicos, estatus que sigue sin estar 

claro, por lo que corren el riesgo de quedar en un limbo legal y operativo.   

2. Necesidad que los gobiernos “designen áreas como zonas de alto riesgo 

demasiado peligrosas para la habitación humana” Situación que obliga la 

evacuación y desplazamiento de manera forzosa y la necesidad de reubicación en 

áreas seguras, siendo característico su imposibilidad de retorno. Lo que requiere 

mayor compromiso de las agencias de recuperación temprana y desarrollo, y 

cooperación entre poblaciones y autoridades afectadas. 



3. “Degradación ambiental y desastres de evolución lenta (reducción de 

disponibilidad de agua, desertificación, inundaciones recurrentes, salinización de 

las zonas costeras, etc.)” las oportunidades económicas y las condiciones de vida 

se deterioran en las áreas afectadas. Lo que requiere criterios para determinar 

entre movimientos voluntarios y desplazamiento forzado, quienes por este motivo 

migren a fronteras internacionales siguen sin protección específica. 

4. El caso de “hundimiento de pequeños estados insulares” a causa del aumento del 

nivel del mar, es un desafío particular, por su probabilidad de desplazamiento a 

otros países de manera permanente, lo que deja en el limbo el derecho 

internacional actual, al considerar que no son refugiados, ni migrantes 

económicos. 

5. Disminución de los recursos esenciales (agua, producción de alimentos) como 

consecuencia del cambio climático, generando conflictos armados y violencia, lo 

que generaría desplazamientos internos, regulados por el Derecho Internacional 

Humanitario.” 

Sin embargo, en el marco de la investigación “cambio climático y desplazamiento 

ambiental forzado: estudio del caso eco-región eje cafetero en Colombia” desarrollado 

por la Red de grupos y centros de investigación jurídica y socio jurídica – Nodo eje 

cafetero; se identificó un nuevo escenario que genera los mismos efectos, determinando 

que: 

6. Los Megaproyectos emisores de gases invernadero, contribuyen al cambio 

climático y por ende, al desplazamiento de personas. (Valencia, 2014). 

Para (Morton, 2008) el cambio climático afectará significativamente las migraciones 

de 3 formas diferentes: “… 

I. Los efectos del calentamiento global y aridez, reducirá el potencial agrícola y 

escasearan los servicios naturales (agua potable, suelo fértil) 

II. Aumento de catástrofes meteorológicas, principalmente de fuertes precipitaciones 

y las consecuentes inundaciones. 

III. El aumento del nivel del mar destruirá zonas amplias y productivas de baja altitud.” 

 



3.3.2 El modelo ecológico alternativo 

Con la aprobación de los primeros instrumentos internacionales en materia medio 

ambiental, diversos Estados latinoamericanos cumplieron con la “causa ecológica” 

(Ferrer, 2000), dando inicio al proceso de institucionalización de la gestión del medio 

ambiente y por tanto, un incremento en la legislación ambiental a nivel sustancial y 

procedimental, ejemplo de ello es la instauración de la Comunidad Andina de Naciones 

(CAN) o el Mercado Común del Sur (MERCOSUR). 

Con el Tratado Constitutivo de la Unión de Naciones Suramericanas (UNASUR), 

suscrito en Brasilia el día 24 de mayo de 2008, en su artículo 2 se estableció el objetivo 

principal, evidenciando la necesidad de conservar el medio ambiente con características 

en la eliminación de la desigualdad socioeconómica, lograr la inclusión social y la 

participación ciudadana, cuyo principal interés frente a la cuestión ecológica, presenta 

complicaciones debido a la resistencia del sistema jurídico latinoamericano para erigirse 

en la materia como un modelo alternativo válido para proyectarse fuera de los confines 

de la región, y la creación de un nuevo orden internacional.  

Así, el modelo ecológico latinoamericano, cuyas etapas de desenvolvimiento 

demostraron los intentos por garantizar la protección del medio ambiente y el 

reconocimiento de la categoría de derechos de la Naturaleza, es el intento de superar los 

alcances de la protección internacional del medio ambiente, al adoptar un enfoque 

“ecosistémico” de la problemática medio ambiental, que por primera vez ampara en forma 

vinculante los derechos de todos los seres vivientes, imponiendo al Estado el deber 

genérico de garantizarlos y los ciudadanos la responsabilidad en caso de vulnerarlos, 

como llamado de atención a la comunidad internacional ante el fracaso, en un contexto 

geopolítico, donde los últimos instrumentos en materia de protección (Kyoto 1998 ó 

Copenhague 2009), prevalecen los intereses económicos de países industrializados. 

CONCEPCIONES 

 

Derechos de la Naturaleza         vs.     Derecho Humano a vivir en un ambiente 

adecuado 

 



             Biocéntrica                                                              Antropocéntrica 

                                 Se Necesitan y Complementan 

 

                                 Articuladas desde el punto de vista Político y 

                                             de Gestión Ambiental. 

 

En caso de entrar en colisión se aplicará la más favorable a la protección de la        

naturaleza. 

                                                (Principio pro-natura) 

Para algunas cartas magnas del cono sur, la posibilidad de crear un “Tribunal 

Internacional de Justicia Climática y de la Madre Tierra” tiene asidero, en la propuesta de 

la 2° Conferencia Mundial de los Pueblos sobre Cambio Climático y Defensa de la Vida, 

realizada en Cochabamba – Bolivia, el día 12 de octubre de 2015. 

En la cual se determina que, la Naturaleza como sujeto de derechos y tercero 

agredido, atacado ilegítimamente, podrá en ejercicio de la “legítima defensa” en su favor, 

mediante el empleo de medios de lucha no violentos (como a través de objetos u 

obstáculos impedir el avance de cuadrillas o el desmonte de maquinaria), serán 

reconocidas por los Estados firmantes, como conductas licitas con medidas defensivas 

de agresiones ilegítimamente inferidas a las misma. 

CONCLUSIONES  

El ser humano no debe ser registrado como un individuo aislado (common law), sino 

como sujeto en relación con la comunidad y su entorno, determinado por todos los seres 

vivos sintientes, en tanto el sistema jurídico latinoamericano luego del mestizaje y con las 

cosmovisiones de los pueblos originarios de América Latina, revalorizadas por el “nuevo 

constitucionalismo latinoamericano” determinan la “socialidad” en sus desarrollos 

históricos y la exigencia del actual modelo ecológico en Latinoamérica, por reglamentar 

el aprovechamiento de los recursos naturales y exigir su explotación de manera regular 

y racional, pues con el derecho ambiental internacional motivado por las Conferencias de 

Estocolmo (1972) y Rio de Janeiro (1992), se desenvolvió el “constitucionalismo 

ambiental”, reconociendo el derecho a vivir en un ambiente adecuado y sostenible, 



imponiendo tanto al Estado como a la sociedad el deber de respetarlo, por medio de la 

introducción de mecanismos procesales y encomendado su defensa a ciertos órganos 

estatales, encargados de tutelar los interés colectivos. 

Por lo que, la protección del derecho humano a gozar del medio ambiente, prevista 

por la mayoría de constituciones latinoamericanas, no ha logrado evitar la depredación 

de la naturaleza, en razón a la fuerte concepción antropocéntrica, de ahí que el “nuevo 

constitucionalismo andino” proponga reconocer directamente a la “Pachamama” el 

carácter de sujeto de derecho (ecologismo) y haya cambiado el paradigma proteccionista  

(ambientalista) con la adopción de un modelo de desarrollo alternativo al capitalismo, 

fundado en el principio ético-moral del “Buen Vivir / Vivir Bien”, cuya meta es el equilibrio 

ecológico y social. 

Aunque el derecho a gozar de un ambiente sano no haya sido declarado 

directamente por el ordenamiento jurídico como derecho fundamental, es necesario en el 

marco de un Estado Social de Derecho reconfigurar su espacio en el orden legislativo, 

identificando vía bloque de constitucionalidad y jurisprudencia, los objetivos principales 

al declararlo como tal, resumidos en la existencia de una declaración normativa, la cual 

debe estar determinada en favor de un sujeto en garantía de la defensa de la vida humana 

y de los seres vivos no humanos, que goce de atributos asociados a la salvaguarda del 

medio ambiente como la defensa y conservación, la educación ambiental, promoción de 

cuidado y trabajo conjunto entre autoridades en defensa de los ecosistemas ubicados en 

zonas fronterizas. 

Al declararse como derecho fundamental, se deprecan las exigencias materiales en 

su cumplimiento, bajo los principios de supervivencia, dignidad y autodeterminación, lo 

que debe desactivar la suspicacia como alteración de la voluntad constituyente, 

determinando la expansión de los derechos fundamentales como evidencia del mandato 

constitucional de velar por mejores condiciones de vida para todos, dejando claro que el 

ser humano no es el centro, sino una parte de la naturaleza.  
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